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			INTRODUCCIÓN1

			Luis Miguel Castilla, Janice Seinfeld, Nicolás Besich

			Motivación

			La descentralización política impulsada entre 2001 y 2006 en el Perú dio pie a la creación de 25 regiones. Sin embargo, al implementarse de forma apresurada, no logró mejorar la articulación del territorio ni la provisión eficiente de los servicios públicos. 20 años después, sigue siendo indiscutible la fractura entre Lima y el resto del país. Esta se hizo más evidente en las elecciones generales de 2021 y cobra protagonismo en cada situación de protesta y movilización ciudadana. Somos una nación con un proceso de descentralización fallido. Un país con gran desconfianza entre sus ciudadanos y entre los ciudadanos y sus autoridades, especialmente entre los que viven en las regiones y los que lo hacen en la capital, y cuya población no se siente representada por sus autoridades, sobre todo por sus congresistas.

			A esta crisis institucional y del sistema político se le suman shocks externos como la pandemia, cuyos efectos y capacidad para enfrentarla siguen siendo muy distintos entre regiones e incluso al interior de ellas. Y más recientemente se le añade la inflación. Si bien el consecuente aumento de precios afecta a todos los peruanos, el impacto es mayor entre las poblaciones vulnerables, muchas de las cuales viven fuera de Lima. Mientras a febrero de 2022 la inflación en regiones como Lima, Cajamarca y Arequipa bordeaba el 6 %; en Amazonas, Moquegua, Áncash, Tacna y Madre de Dios superaba el 10 %.

			Como señalamos en 2021 en Propuestas del Bicentenario: Rutas para un país en desarrollo, «el riesgo de no lograr una mayor cohesión social y robustecer la institucionalidad sería condenar al Perú al estancamiento y al retroceso. No podemos seguir siendo el país de las oportunidades perdidas». En el contexto de las próximas elecciones regionales y municipales, necesitamos discutir qué intervenciones de política pública requiere nuestro país y cómo superar la desarticulación institucional que hoy atraviesa los tres niveles de gobierno. Discutir sobre el crecimiento económico en las regiones y generar planes de gestión a corto, mediano y largo plazo para consolidarlo.

			El foco debe dejar de estar centrado solo en lo urgente —cuando hay un desastre natural, un conflicto social o un nuevo escándalo de corrupción—. Necesitamos identificar qué se requiere para fomentar el crecimiento económico regional sostenido que apunte a cerrar brechas en las regiones y al interior de ellas. Aportar a esta discusión es, precisamente, la motivación detrás de Propuestas del Bicentenario: Rutas para el desarrollo regional.

			Antecedentes

			El crecimiento económico sostenido es una condición necesaria para mejorar el nivel de vida de la población. La posibilidad de producir más con la misma cantidad de recursos o de crear nuevos bienes y servicios posibilita a los ciudadanos un mayor estado de bienestar. Existen diversos ejemplos tangibles de estos beneficios, desde el desarrollo de nuevas tecnologías médicas hasta la democratización de la lectura con la invención de la imprenta o la disponibilidad inmediata de información con la masificación de internet, que nos permiten vivir mejor.

			Uno de los indicadores más empleados para estudiar el crecimiento económico es el PBI per cápita, que se obtiene dividiendo el valor de la producción de un país en un año entre el total de la población. En el Perú, el PBI per cápita se mantuvo alrededor de los USD 1000 entre finales del siglo XVI e inicios del siglo XX. Desde entonces, se ha multiplicado por 12 hasta alcanzar los USD 12 3102 en 20183. ¿Qué cambió en este periodo? Se ganó productividad gracias a las nuevas tecnologías, se acumuló más capital físico y se adoptaron ciertas políticas económicas que fomentaron el crecimiento, particularmente en las últimas tres décadas.

			Las reformas implementadas en los años noventa4 permitieron lograr una importante estabilidad macroeconómica que se tradujo en un incremento de la inversión, mayores ingresos para el Gobierno y la reducción de la pobreza. Entre 2001 y antes de la pandemia de 2020 se alcanzó un periodo de crecimiento económico sostenido: entre 2002 y 2013 el país creció a una tasa promedio anual de 6.1 %; y entre 2014 y 2019 a una tasa promedio de 3 % por año. Esta expansión vino acompañada de mejoras sustanciales en la esperanza de vida al nacer, el acceso a servicios básicos y educación, entre otros.

			No obstante, este crecimiento no ha sido ni equitativo ni uniforme entre las regiones o incluso al interior de estas, como muestra Carolina Trivelli en el capítulo II, «Condiciones territoriales mínimas para facilitar la actividad económica». Así, entre 2007 y 20195, mientras que Cusco, Ica, Ayacucho y Huánuco tuvieron un crecimiento promedio anual cercano al 6 %6, otras, como Moquegua y Madre de Dios, crecieron a tasas cercanas al 1 %, y Pasco registró un decrecimiento promedio anual de -0.1 % (ver Figura 1). Estas desigualdades se reflejan también en otros indicadores. Por ejemplo, si bien el Perú pasó de contar con 11.5 médicos por cada 1000 habitantes en 2013 a tener 14.5 en 2020, algunas regiones están bastante lejos de este valor. Mientras que para 2020 el Callao tiene un total de médicos por cada 1000 habitantes similar al de Brasil (2.3), para 2019 el valor en Piura es comparable con el de Nepal (0.8)7.

			Figura 1. Valor agregado bruto (VAB), crecimiento promedio anual 2007-2019 (%)
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			Fuente: INEI. Elaboración propia.

			Para fines de 2019, el Perú atravesaba una profunda crisis política, decaimiento de las instituciones y un estancamiento económico. La pandemia generada por la COVID-19 agudizó este daño e inestabilidad y ocasionó la peor crisis económica de los últimos 30 años. La prolongada y generalizada cuarentena decretada por el Gobierno llevó a la paralización de la economía, que se tradujo en una caída de 11.1 % en el PBI nacional (Castilla, 2021). El impacto económico fue bastante heterogéneo entre las regiones. Mientras que Tacna experimentó una caída de 3 %, en Madre de Dios la caída fue de 24 %8 (ver Figura 2). Asimismo, la pobreza monetaria se incrementó en 10 puntos porcentuales y retrocedió a niveles de 2010; la tasa de desempleo se duplicó9 y cerca de 250 000 peruanos retornaron a sus áreas rurales de origen (Fort, et al. 2021).

			Figura 2. VAB crecimiento 2019-2020 (%)
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			Fuente: INEI. Elaboración propia.

			Este último proceso migratorio resulta contrario al observado durante las últimas décadas en el país. Según el estudio de Huaranca, et al. (2020), solo 565 distritos —aproximadamente un tercio del total— aumentaron su población entre 2007 y 2017. La mayoría de estos son distritos costeros y su crecimiento poblacional respondería a la llegada de inmigrantes locales. Los autores concluyen que en dicho periodo el migrante promedio eligió distritos con mejores condiciones de vida y prefirió trasladarse hacia áreas urbanas. Esto puede ser una oportunidad para el uso de economías de escala en la oferta de servicios públicos. Sin embargo, como evidencia Carolina Trivelli en el capítulo II, puede también «congestionar» el acceso a servicios básicos como salud en ciudades de gran concentración poblacional.

			Por otra parte, la pandemia por la COVID-19 impulsó la conectividad en el país. Esto se refleja en que el acceso a internet aumentó en tres puntos porcentuales a nivel nacional (pasó de 36 % a 39 %), y casi se duplicó en el ámbito rural (de 5 % a 9 %)10. Sin embargo, como las cifras hacen evidente, aún queda mucho por hacer. El riesgo sanitario y las cuarentenas fomentaron las ventas por delivery11 y la atención a distancia, como el caso de las teleconsultas en salud o los trámites para ciertos servicios públicos. Esta reacción apresurada por parte de los negocios para mantener sus ventas y de ciertos servicios esenciales para continuar durante la crisis nos recuerda la gran brecha digital que sufre el país, pero también la factibilidad de cerrarla, como menciona José Gallardo en el capítulo III de este libro, «Prioridades y necesidades para lograr la conectividad física y digital».

			En 2021, el PBI nacional creció 13.3 %12, un crecimiento de 0.7 % respecto de 2019. Una vez más, esta recuperación ha sido fuertemente heterogénea a nivel regional. Por un lado, regiones como Moquegua registran una recuperación de dos dígitos; mientras Ica, Áncash y Lambayeque muestran una recuperación superior al 5 % respecto al periodo prepandemia. Sin embargo, al cierre de 2021, 13 regiones todavía no alcanzaban los niveles de actividad productiva de 2019 (ver Figura 3).

			Figura 3. Actividad productiva, crecimiento de 2021 respecto a 2019 (%)
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			Nota. Lima incluye a las 10 provincias de Lima y el Callao. Variaciones aproximadas.

			Fuente: INEI. Elaboración propia.

			Iniciamos las primeras páginas de este libro describiendo la evolución de la actividad económica en el país y haciendo énfasis en sus grandes diferencias, pues nuestro objetivo es analizar los determinantes del crecimiento económico y desarrollo de las regiones y entender las diferencias entre distintos territorios. Hausmann, Rodrik y Velasco (2005) señalaban que «incrementar las tasas de crecimiento económico es el reto central que enfrentan las naciones en desarrollo»13, por lo que «las políticas y reformas deben estar principalmente orientadas a elevar las tasas de crecimiento; es decir, deben ser estrategias de crecimiento»14. Creemos que el crecimiento económico es el primer gran reto para lograr mejorar la calidad de vida de los peruanos en cada una de las regiones del país. Sin embargo, como nuestra experiencia reciente lo demuestra, este crecimiento servirá de poco si no se ve reflejado en mejoras en el bienestar de todos los ciudadanos, y será poco sostenible si no es acompañado de un fortalecimiento institucional y de generación de confianza interpersonal y en el Gobierno.

			El foco regional de este libro obedece en primer lugar a entender las diferencias presentadas y la necesidad impostergable de generar oportunidades de crecimiento que ayuden a mejorar la calidad de vida de los peruanos de forma más homogénea en el territorio. Como menciona Luis Miguel Castilla en el capítulo I, «Institucionalidad para el desarrollo territorial: la descentralización en el Perú», la gestión local tiene el potencial de ser más eficiente que la centralizada para propiciar desarrollo, al estar más cerca de la población y tener mayor conocimiento de las barreras, activos y necesidades de su territorio. Toca convertir ese beneficio teórico en bienestar para los ciudadanos. En segundo lugar, responde al contexto histórico que vivimos. Por un lado, la pandemia y la última campaña electoral evidenciaron la fractura entre Lima y el resto de las regiones; por otro lado, en octubre de este año tendremos nuevas elecciones regionales y municipales, donde será de suma importancia elegir autoridades competentes y probas que no terminen, como muchas hoy en día, con serios problemas de corrupción y dejando a sus territorios en una situación de virtual parálisis. La crisis que vivimos exige romper con el excesivo centralismo limeño. Asimismo, analizar las principales barreras al crecimiento de las regiones, así como experiencias que, desde los propios territorios, nos enseñan cómo aprovechar mejor los recursos que tenemos y cómo generar una senda de crecimiento sostenible para la población.

			A continuación, profundizamos en indicadores que aproximan el crecimiento potencial de las regiones del país.

			Productividad laboral y otros índices a nivel regional

			En el largo plazo, un determinante fundamental del crecimiento económico es la productividad. De hecho, en el caso peruano, dada la elevada participación laboral —tasas de desempleo relativamente bajas— y un stock de capital15 relativamente alto, el país precisa mejorar la productividad tanto del capital como del trabajo para crecer a tasas altas (Céspedes, Lavado y Ramírez, 2016).

			Mirando el caso de la productividad laboral16 en particular, se tiene que uno de los problemas estructurales del mercado de trabajo peruano es la baja calidad del empleo —asociada a una baja productividad del trabajo—, especialmente en el sector informal (Jaramillo, 2021). Como se observa en la Figura 4, la productividad laboral entre regiones es muy heterogénea: regiones como San Martín, Huancavelica o Puno representan apenas el 12 % de la productividad laboral en Moquegua y 25 % de la productividad laboral de regiones como Tacna, Arequipa, la provincia de Lima o el Callao. Estos contrastes son mayores incluso a las diferencias de productividad laboral que existen entre la gran empresa y la pequeña empresa. Hay que destacar que, en 2020, las cinco regiones con mayor productividad son también las cinco regiones con menor tasa de informalidad laboral. Y, de las cinco regiones con mayor informalidad (Huancavelica, Cajamarca, San Martín, Cusco y Puno), cuatro17 son las regiones con menor productividad. Es decir, existe una alta correlación entre la productividad laboral y el nivel de formalidad: cada empleado del sector formal es cinco veces más productivo que el del sector informal (Jaramillo, 2021)18.

			Finalmente, otro aspecto que resalta de la Figura 4 es la marcada diferencia que existe en las regiones entre la productividad laboral cuando se consideran todas las actividades económicas, y la productividad laboral cuando se excluye el sector minero e hidrocarburos. Resaltan sobre todo los casos de Apurímac, Pasco y Áncash, donde la productividad laboral, excluyendo el sector minero, se reduce en 61 %, 52 % y 50 % respecto de la productividad laboral total, respectivamente.

			Figura 4. Productividad laboral por región, 2020 (miles de soles constantes 2007=100)

			[image: ]

			Nota: la productividad laboral es el ratio del VAB y la PEA ocupada por región.

			Fuente: INEI y ENAHO 2020. Elaboración propia.

			Para analizar el nivel de competitividad regional utilizamos el Índice de competitividad regional (INCORE) elaborado desde hace ocho años por el Instituto Peruano de Economía (IPE). El INCORE basa su metodología en la utilizada por el Foro Económico Mundial para la elaboración del Índice de competitividad global. Así, cuantifica la posición relativa de las 25 regiones del Perú a través de seis pilares de competitividad: entorno económico, infraestructura, salud, educación, laboral e instituciones. Estos seis pilares comprenden un total de 40 indicadores (IPE, 2021).

			Según los resultados del INCORE 2021 (ver Cuadro 1), las cinco regiones más competitivas han sido las mismas en los últimos cuatro años (con ciertos cambios en cuanto a su posición específica): Lima, Moquegua, Arequipa, Tacna e Ica. Estas son también las cinco regiones con mayor productividad laboral. Por su parte, entre las regiones menos competitivas, tampoco se aprecia mucha movilidad. Durante los últimos cuatro años, las regiones menos competitivas han sido siempre (con algunos cambios en cuanto a su posición en el ranking): Huancavelica, Loreto, Puno19, Huánuco y Cajamarca.

			Índices como el INCORE permiten a las regiones contar con información sobre su desempeño relativo y definir metas y estrategias. Este tipo de índices también pueden aportar a la discusión sobre las condiciones económicas y sociales de cada región e identificar sus principales fortalezas y debilidades (IPE, 2021).

			Sin embargo, como mencionan Hausmann, Klinger y Wagner (2008), este tipo de índices presentan limitaciones que se deben considerar. En primer lugar, tener un solo indicador que comprenda una gran cantidad de dimensiones y variables supone necesariamente una pérdida de información sobre la complejidad que abarca. La construcción de este tipo de índices implica asumir linealidad y separabilidad entre las variables que lo componen. Es decir, se asume que las diferentes variables que considera son sustitutas e independientes entre sí, cuando en la práctica suelen ser complementarias e interdependientes. Por otro lado, se debe ser cuidadoso al interpretar el índice como una herramienta de diagnóstico, pues el que una región tenga en términos relativos un peor desempeño que otra en alguna variable no necesariamente es indicativo de algún problema o barrera, sino que puede responder a la propia estructura de cada región.

			Otro indicador disponible sobre el potencial de crecimiento económico regional en el Perú es el Índice de complejidad económica (ICE). Este índice, producto de la teoría de la complejidad económica de Hausmann, Hidalgo, et al. (2014), parte de la idea de que la complejidad de una economía —expresada en la composición de la producción de un país o región— refleja las estructuras que existen para combinar factores como trabajo y capital, con el conocimiento tácito20 de cada región. Es justamente este tipo de conocimiento el que resulta clave para la transformación y diversificación productiva. Así, la complejidad de una economía se relaciona con la cantidad de conocimiento tácito disponible y su incremento es necesario para mantener y utilizar una mayor cantidad de conocimiento productivo. Por ejemplo, una región que utiliza frutos de sus áreas nacionales protegidas para la elaboración de una bebida como la Bio Amayu (un jugo de superfoods)21 tendrá un nivel de complejidad mayor que una que solo se dedica a producir camu-camu y aguaymanto.

			Hausmann, et al. (2011) desarrollan una medición del ICE22 en función de la diversidad de productos y servicios que cada país produce y su ubicuidad (cuántos otros países producen el mismo bien o servicio)23. A nivel de países, Hausmann, et al. (2014) encuentran una fuerte correlación entre el nivel de complejidad económica y el PBI per cápita, sobre todo para aquellos países donde la explotación de recursos naturales —minerales, gas y petróleo— no tiene un papel preponderante. La relación entra estas dos variables iría más allá de una simple correlación: aquellos países con un nivel de complejidad mayor al esperado para su nivel de ingresos tienden a crecer a un ritmo mayor que aquellos con un nivel de ingresos muy alto para su nivel de complejidad. Así, la complejidad de una economía es importante, pues resulta ser un motor de crecimiento (Hausmann, et al. 2014).

			Entre 1995 y 2018, la estructura productiva del Perú, medida por el ICE, se volvió menos diversificada y se ubicó como una de las menos complejas de la región (Castilla, 2020). En 2020, Hausmann, et al. (2021) realizaron una adaptación de la medición del ICE para calcular la complejidad económica de las regiones del país24. La Figura 5 muestra la relación entre el ICE y el valor agregado bruto (VAB) per cápita regional, sin considerar el sector minería e hidrocarburos.

			Observamos que regiones como La Libertad, Cusco o Puno, entre otras, tienen un nivel de VAB per cápita inferior a lo que se esperaría dado su nivel de complejidad. Del lado opuesto, resalta Moquegua, con un VAB per cápita muy por encima de lo esperado para su nivel de complejidad. En este caso, siguiendo las recomendaciones de Hausmann, et al. (2014), el primer grupo de regiones debe apuntar a identificar qué productos y servicios podrían producir dadas las capacidades y conocimientos productivos ya existentes y cuáles son las principales barreras que impiden hacer tangibles estas potencialidades.

			Figura 5. ICE y VAB per cápita regional
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			Fuente: INEI (2020), Hausmann, R., et al. (2021). Elaboración propia.

			El Cuadro 1 presenta la ubicación relativa de cada una de las regiones del país según los diferentes indicadores descritos previamente, además de su posición según el VAB per cápita.

			Cuadro 1. Ranking regional según VAB per cápita, productividad laboral, INCORE e ICE

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Departamentos

						
							
							VAB per cápita 2020

						
							
							Productividad laboral 2020

						
							
							INCORE 2021

						
							
							ICE 2019

						
					

				
				
					
							
							Moquegua

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							19

						
					

					
							
							Tacna

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							3

						
							
							14

						
					

					
							
							Lima Provincia

						
							
							3

						
							
							4

						
							
							1*

						
							
							1**

						
					

					
							
							Arequipa

						
							
							4

						
							
							3

						
							
							4

						
							
							3

						
					

					
							
							Callao

						
							
							5

						
							
							5

						
							
							1*

						
							
							2

						
					

					
							
							Pasco

						
							
							6

						
							
							9

						
							
							20

						
							
							25

						
					

					
							
							Lima Región

						
							
							7

						
							
							7

						
							
							7

						
							
							1**

						
					

					
							
							Ica

						
							
							8

						
							
							6

						
							
							5

						
							
							15

						
					

					
							
							Áncash

						
							
							9

						
							
							8

						
							
							10

						
							
							11

						
					

					
							
							Apurímac

						
							
							10

						
							
							12

						
							
							15

						
							
							6

						
					

					
							
							Cusco

						
							
							11

						
							
							10

						
							
							13

						
							
							4

						
					

					
							
							La Libertad

						
							
							12

						
							
							11

						
							
							8

						
							
							7

						
					

					
							
							Junín

						
							
							13

						
							
							14

						
							
							14

						
							
							12

						
					

					
							
							Tumbes

						
							
							14

						
							
							13

						
							
							9

						
							
							21

						
					

					
							
							Madre de Dios

						
							
							15

						
							
							16

						
							
							11

						
							
							23

						
					

					
							
							Piura

						
							
							16

						
							
							15

						
							
							12

						
							
							9

						
					

					
							
							Huancavelica

						
							
							17

						
							
							25

						
							
							25

						
							
							24

						
					

					
							
							Lambayeque

						
							
							18

						
							
							17

						
							
							6

						
							
							10

						
					

					
							
							Loreto

						
							
							19

						
							
							18

						
							
							24

						
							
							13

						
					

					
							
							Ayacucho

						
							
							20

						
							
							20

						
							
							17

						
							
							20

						
					

					
							
							Huánuco

						
							
							21

						
							
							22

						
							
							22

						
							
							8

						
					

					
							
							Amazonas

						
							
							22

						
							
							21

						
							
							19

						
							
							22

						
					

					
							
							Cajamarca

						
							
							23

						
							
							23

						
							
							21

						
							
							17

						
					

					
							
							Puno

						
							
							24

						
							
							26

						
							
							23

						
							
							5

						
					

					
							
							Ucayali

						
							
							25

						
							
							19

						
							
							18

						
							
							18

						
					

					
							
							San Martín

						
							
							26

						
							
							24

						
							
							16

						
							
							16

						
					

				
			

			Nota: aparecen sombreadas aquellas celdas donde el puesto obtenido en las columnas 2, 3 o 4, difiere por más de cinco puestos al obtenido en la columna 1.

			* El INCORE considera un único puntaje para la provincia de Lima y el Callao.

			** EL ICE considera un único puntaje para la provincia de Lima y el resto de las provincias del departamento.

			Fuente: INEI (2020), Hausmann, R., et al. (2021), IPE (2021). Elaboración propia.

			¿Qué explica las diferencias entre las posiciones según el ICE y el resto de los indicadores? Responder a esta pregunta requiere de un estudio detallado de cada región donde se pueda diagnosticar cuáles son esas barreras clave que impiden aprovechar el conocimiento productivo disponible, o adquirir nuevo conocimiento para lograr mayores tasas de crecimiento. Sin embargo, de manera general se puede hipotetizar sobre las principales barreras: débil institucionalidad que limita la capacidad del Estado para alinear incentivos entre los agentes y reducir los costos de transacción de empresas y hogares, así como para resolver fallas de mercado y buscar la existencia de condiciones mínimas necesarias para el crecimiento. A esto se suman las brechas de infraestructura física y digital, que debilitan la conectividad, y las deficiencias en la inversión en ciencia, tecnología e innovación, cruciales para mejorar la productividad y competitividad que permitan aprovechar más eficientemente la gran dotación de recursos naturales con la que contamos. El análisis de estos puntos, transversales al desarrollo de todas las regiones, son discutidos en los primeros cuatro capítulos del presente libro.

			Adicionalmente, y como destaca Carolina Trivelli en el capítulo II, no podemos olvidar que los promedios regionales esconden grandes disparidades entre provincias y distritos al interior de cada región. Por ejemplo, en el periodo 2015-2019, el gasto promedio mensual de un hogar urbano en Áncash, Cajamarca, La Libertad, Lima Región, Loreto o Moquegua representó más del doble que el de un hogar rural de la misma región. Estas diferencias también se ven reflejadas en el acceso a servicios básicos. Por ejemplo, en el área urbana de Loreto, el 97 % de hogares tuvo acceso a energía eléctrica en 2020 (valor cercano al promedio nacional), pero apenas el 53 % de los hogares rurales contó con este servicio básico25. Estas diferencias, como concluye Trivelli, nos deben llevar a tomar con cautela las comparaciones regionales e intentar analizar las barreras y potencialidades de las localidades a un nivel más desagregado.

			Marco conceptual

			En Propuestas del Bicentenario: Rutas para un país en desarrollo26 señalamos que, para lograr un desarrollo pleno, el país requiere construirse sobre la base de tres principios identificados por el economista Dani Rodrik: (i) protección de los derechos de propiedad y mantenimiento del Estado de derecho; (ii) alineamiento de incentivos privados con costos y beneficios sociales; y (iii) una política macroeconómica y financiera sana. Sin duda, nos reafirmamos en estos tres principios indispensables. Sin embargo, las estrategias de crecimiento regional y local requieren de una mayor especificidad y diferenciación según las características propias de cada territorio, más aún en un país megadiverso como el Perú. Haciendo un paralelo con Hausmann, et al. (2005), las estrategias de crecimiento deben adecuarse a las principales oportunidades y barreras de cada región.

			Tello (2008) señala que las teorías de desarrollo económico local requieren incorporar factores específicos, tales como los de localización (aspectos geográficos); acciones e interacciones entre los agentes locales; y diferenciación entre los bienes y servicios públicos locales y nacionales. Así, las estrategias de crecimiento a nivel local demandarán de acciones del Estado que van más allá de promover la libre competencia y corregir las denominadas fallas de mercado. En este sentido, como propone Ghezzi (2021), se necesita una acción eficiente del Estado que garantice ciertas condiciones mínimas para el desarrollo de la producción privada —institucionalidad, infraestructura y capital humano— y regule el cumplimiento de ciertos estándares en materia laboral, ambiental, sanitaria y de libre competencia, entre otros27. Como Luis Miguel Castilla menciona en el capítulo I, se requiere que el Gobierno, en sus tres niveles, se enfoque más en la consecución de servicios en favor de la ciudadanía que en el mero cumplimiento de las agobiantes regulaciones y directivas que ha creado en el tiempo.

			En su trabajo sobre cómo diagnosticar el crecimiento, Hausmann, Klinger y Wagner (2008) plantean que los factores que explican un bajo nivel de crecimiento económico en una región en particular se pueden agrupar en dos grandes categorías. En la primera se encuentran aquellos asociados a un alto costo de financiar las inversiones. Aquí se identifican factores como la oferta disponible en el sistema financiero, así como la competencia, riesgo y costo del financiamiento. La segunda gran categoría agrupa a los factores relacionados a una baja productividad o rentabilidad de las actividades económicas. Esta se divide a su vez en dos subcategorías: (i) bajos retornos sociales, explicados por una deficiente infraestructura (conectividad física y digital, agua, energía, entre otros) o por un deficiente capital humano (educación y salud principalmente); y (ii) baja apropiabilidad de las rentas, explicada por fallas de gobierno —limitaciones en los derechos de propiedad, corrupción, ineficiencias tributarias, entre otros—, fallas de mercado y fallas de coordinación e información entre actores públicos y privados.

			Por ejemplo, en el caso particular de Loreto, Hausmann et al. (2021) encuentran que esta región cuenta con un nivel de complejidad mayor al esperado para su nivel de ingresos. Así, existe el potencial de redirigir el conocimiento y capacidades productivas en actividades de mayor productividad que incrementen los salarios y el nivel de vida de los loretanos. El estudio realizado en Loreto identifica 55 industrias con la capacidad de liderar la transformación productiva de la región28, y también las principales barreras a su competitividad y al desarrollo sostenible: escasa conectividad, alto costo de la energía eléctrica e «incapacidad del Estado para resolver fallas de información y coordinación asociadas al proceso de autodescubrimiento»29.

			Análisis y propuestas para el crecimiento regional

			Reconociendo que identificar las barreras específicas al crecimiento de un territorio requiere de un diagnóstico particular para cada caso, este libro, en sus cuatro primeros capítulos, se enfoca en identificar y analizar algunos de los principales factores transversales necesarios para promover el crecimiento económico y la inversión privada en las regiones. En los siguientes seis capítulos, a partir de la identificación de experiencias en distintos sectores y territorios, se estudian casos de crecimiento económico exitoso que, en su mayoría, conviven con otras experiencias que parecen haberse detenido en el tiempo.

			Factores transversales para el crecimiento regional

			En el capítulo I, Luis Miguel Castilla analiza el proceso de descentralización en el Perú y plantea una serie de recomendaciones para mejorar la institucionalidad de los Gobiernos regionales y locales a fin de lograr el desarrollo territorial. Tras un repaso del complejo, largo y discontinuo proceso de descentralización, concluye que este no ha alcanzado las metas esperadas. Las mayores responsabilidades y recursos recibidos por los Gobiernos regionales y locales no se han traducido, como muestra Carolina Trivelli en el capítulo II, en el cierre de brechas entre regiones ni al interior de estas.

			Tras una evaluación del proceso de descentralización desde cinco dimensiones —la desconexión entre las rectorías nacionales y la prestación de servicios básicos cuya competencia recae en los Gobiernos regionales y locales; la ineficiencia en la ejecución de mayores recursos para la inversión pública; la falta de capacidades de los Gobiernos subnacionales para cumplir con sus objetivos institucionales; la elevada incidencia de inconducta funcional y corrupción; y la persistencia de brechas en la provisión de servicios públicos para la población—, se plantean las siguientes recomendaciones.

			En primer lugar, se requiere mejorar con carácter de urgencia las capacidades de las autoridades, las que continúen y las que resulten elegidas en los comicios próximos. Luego, es necesario optimizar la gobernanza del proceso de descentralización de acuerdo con la Política de Modernización del Gestión Pública, utilizar los estándares de gobernanza de la OCDE, y adecuar las competencias y funciones entre los distintos niveles de Gobierno, tomando en cuenta la elevada heterogeneidad y atomización que caracteriza a las jurisdicciones locales (especialmente en el plano rural). En tercer lugar, los Gobiernos regionales y locales deben incrementar su capacidad de generar ingresos propios. Actualizar los valores arancelarios y mejorar la administración de los tributos —principalmente del autovalúo— son tareas pendientes en el caso de los municipios urbanos para aumentar la recaudación del impuesto predial. En cuarto lugar, en el cortísimo plazo, se necesita mejorar la asistencia técnica a las unidades ejecutoras subnacionales a fin de prevenir el desplome en la ejecución de la inversión pública (típico en el primer año de gestión de las nuevas autoridades regionales y locales). Finalmente, se requiere mejorar los mecanismos de transparencia y rendición de cuentas para que estos prevengan eficazmente actos de corrupción y, a su vez, no se conviertan en un obstáculo a la inversión pública.

			La mejora en la institucionalidad al interior del país, sin embargo, no se logrará solamente con las recomendaciones anteriores. Existe la necesidad imperativa de reformar al Gobierno nacional a fin de que pueda poner al ciudadano al centro y adoptar un enfoque de procesos para brindarle mejores servicios, en lugar de seguir una lógica funcional donde el centro son las regulaciones.

			En el capítulo II, Carolina Trivelli presenta una propuesta de condiciones mínimas que se deben tener para fomentar la actividad económica de forma sostenida y sostenible en el territorio. Se identifica un conjunto de cinco condiciones mínimas que deben cumplirse en simultáneo para hacer factible la actividad privada, particularmente de la pequeña y mediana empresa, mayoritaria en el país: contar como mínimo con un ATM y un cajero corresponsal en el distrito (acceso a servicios básicos); presencia de al menos un puesto de salud (infraestructura básica); 50 % de la población en edad de trabajar con secundaria completa (capital humano); menos de 43 % de pobreza monetaria (pobreza); y unas elecciones locales con un mínimo de legitimidad30 (democracia).

			A pesar de que las condiciones establecidas parecieran ser no muy exigentes, se encuentra que apenas el 4 % de los distritos del país cuenta con estas condiciones mínimas de forma simultánea, lo que representa una barrera importante para el crecimiento económico local. Poner una pequeña empresa sin acceso a electricidad o al sistema financiero para tomar crédito o hacer depósitos, o en un territorio sin una posta de salud que permita atender a los trabajadores, es insostenible. Frente a ello, y articulado con lo propuesto por Luis Miguel Castilla y José Gallardo, debe implementarse una visión integral en la provisión de servicios considerando las particularidades del territorio y aprovechar sinergias con agentes privados para fomentar el desarrollo territorial, así como generar información a nivel local para hacer seguimiento de los corredores económicos. En particular, deben tomarse en cuenta las profundas diferencias al interior de las regiones para plantear políticas de crecimiento. Existen provincias dentro de un mismo departamento con dinámicas y actividades económicas muy distintas, por lo que se requiere de una aproximación fina para diseñar y poner en marcha agendas de desarrollo regional.

			En el capítulo III, José Gallardo presenta una revisión de las prioridades y necesidades para lograr un adecuado estado de conectividad física y digital en el país. Si bien en los últimos años se dieron ciertos avances, como en la pavimentación de vías para conectar a productores con compradores nacionales y los mercados internacionales, aún se carece de una visión de la infraestructura como un elemento activo, efectivo, oportuno y funcional. Es decir, la construcción de carreteras, concesión de puertos, modernización de aeropuertos, conexiones de internet, entre otras obras, deben ser comprendidas dentro de un objetivo de desarrollo territorial y ser oportunas y funcionales, de modo que faciliten la actividad privada, provean servicios que mejoren la calidad de vida de los ciudadanos e incentiven el desarrollo local. En ese punto cabe resaltar que proveer infraestructura pensando solo en cerrar brechas de conectividad no necesariamente logra su objetivo en el corto plazo. Para ello se necesita pensar en la construcción de infraestructura como una herramienta para incrementar la productividad, el nivel de actividad y el empleo. Uno de los pocos ejemplos de combinación de inversiones simultáneas en el Perú fue la construcción del teleférico de Kuélap con las mejoras en el aeropuerto de Jaén y la inversión en la carretera Pedro Ruiz–Chachapoyas–Tingo–Leymebamba. Este conjunto de proyectos se tradujo en aumento significativo del turismo en la región, que potenció el crecimiento y dejó una lección de política que podría aplicarse en otros casos.

			Para hacer factible este proceso de mejora de la conectividad se requiere una transformación de los Gobiernos locales en el marco del proceso de descentralización, estableciendo una visión para cada zona de las regiones y considerando sus particularidades. Esto es, incrementar la inversión pública por parte del Gobierno central, recuperando los instrumentos de inversión para cerrar gradual y eficientemente las brechas existentes; y emprender esfuerzos para consolidar la diversificación productiva de la economía, incentivando la innovación, inversión, producción y empleo.

			En el capítulo IV, Angélica Matsuda presenta una evaluación de las políticas sobre ciencia, innovación y tecnología implementadas en las regiones, así como propuestas para acelerar su adopción. Las empresas, en particular las pequeñas y medianas, necesitan innovar para acelerar su crecimiento. Sin embargo, justamente este grupo de empresas son las que presentan mayores dificultades para adoptar medidas en los cambios de ciencia y tecnología. A nivel nacional, en los últimos años se puso en marcha un grupo de políticas con el objetivo de mejorar la productividad y competitividad. Algunos ejemplos de estas son los fondos concursables para la innovación, la formación de capital humano mediante becas, incentivos tributarios para la inversión en innovación, el fortalecimiento de los Centros de Innovación Productiva y Transferencia Tecnológica (CITE) para determinados sectores económicos, entre otros. Sin embargo, su impacto ha sido limitado. En múltiples ocasiones, las medidas no estuvieron articuladas ni focalizadas adecuadamente y se dio duplicidad en su financiamiento. Asimismo, los planes de competitividad y desarrollo elaborados a nivel departamental se hicieron de forma desarticulada y representan esfuerzos aislados en muchos casos. Eso se refleja en que cerca de la mitad de mipymes no conozcan los apoyos estatales existentes y cerca del 40 % manifieste no tener acceso a ellos.

			Para cambiar esta situación se propone fortalecer la gobernanza y la cultura de la innovación de los diferentes agentes en las regiones, articular las políticas nacionales y regionales, fortalecer la divulgación de la innovación en la región, incrementar las capacidades del capital humano y financiamiento para la innovación en las regiones, y promover la integración de las pymes a cadenas internacionales de valor y su digitalización.

			Sectores y territorios específicos

			Considerando que la minería es una de las principales actividades económicas del país, en el capítulo V, Luis Miguel Castilla analiza la interrelación del sector minero con el resto de la economía en las regiones. Dado que el Perú es uno de los países con mayores reservas de minerales en el mundo y fue el segundo productor de cobre y plata en 2020, es fundamental poder encontrar sinergias positivas con otros sectores de la economía para promover el crecimiento económico. Para evidenciar el vínculo de la minería con la economía regional se proponen dos indicadores usando datos del periodo 2010-2019. Por un lado, el multiplicador del valor agregado muestra que por cada S/ 1 millón de producción en la actividad minera a nivel nacional se generan S/ 234 000 en otros sectores económicos. Por otro lado, el multiplicador de empleo revela que por cada empleo adicional generado en el sector minero se requieren 5.3 empleos en otras actividades económicas a nivel nacional. Sin embargo, están presentes variaciones significativas a nivel regional en ambos casos. Por ejemplo, mientras que La Libertad tiene el mayor multiplicador de empleo con 4.7 empleos indirectos por cada empleo en el sector minero, Lima es la región con el mayor multiplicador del valor agregado con S/ 208 000.

			Estos resultados indican que la minería está integrada a los mercados locales, en mayor o menor medida, dependiendo del departamento, y que no constituye una actividad aislada. Existen encadenamientos hacia atrás, vinculados a la provisión de insumos para la actividad minera (maquinaria, entre otros), y hacia adelante, relacionados con la producción en otros sectores (industria automotriz, salud, entre otros). Para potenciar el impacto positivo de la minería en la economía se requieren políticas de infraestructura, conectividad y desarrollo (I+D), aunque estas no son suficientes para promover el crecimiento económico. Deben estar acompañadas de estrategias específicas para mejorar la capacidad de absorción de las empresas locales y de un marco institucional optimizado del proceso de descentralización, autoridades locales con competencias necesarias para liderar el diseño de políticas y programas de desarrollo regional.

			En el capítulo VI, Paola Bustamante analiza las condiciones necesarias para el desarrollo sostenible de la minería en el país. Existe la percepción de que los beneficios de la minería contribuyen más al desarrollo nacional que al de los territorios donde ocurre. La conflictividad asociada a la minería pasó de representar el 30 % del total de conflictos en 2007 a casi el 50 % en 2020, según datos de la Defensoría del Pueblo. Además, se ha documentado que, si bien la minería está asociada a incrementos en el consumo per cápita y disminución de la pobreza, también está vinculada a aumentos de la desigualdad de ingresos y a la reducida presencia del Estado. Esto ocurre por los avances tecnológicos, que han impulsado a la industria minera a ocupar nuevos territorios; por la centralización de la gobernanza minera, que no considera a las frágiles instituciones subnacionales; y por las alianzas internacionales conseguidas por los actores locales para desarrollar movilizaciones.

			Para promover una minería sostenible se presentan algunas propuestas asociadas a la viabilidad social y al desarrollo territorial. En primer lugar, se resalta la necesidad de que exista una mirada estratégica del sector. Para ello, el Ministerio de Energía y Minas (MINEM) debe asumir este rol estratégico y articular a los agentes involucrados. Desde este rol estratégico, el Estado debe garantizar las condiciones mínimas para el desarrollo territorial. Esto implica una planificación e intervención temprana desde el Estado, antes de que estallen los conflictos. En segundo lugar, se proponen mejoras en la evaluación social de los proyectos mineros, para ello se requiere identificar ex ante las brechas existentes (línea de base social). Además, se necesita mejorar la estrategia comunicacional y de diálogo con las comunidades. En tercer lugar, urge optimizar la normativa asociada al canon minero, adelantar las transferencias por canon hacia los Gobiernos regionales y locales, y promover el uso de los recursos del canon mediante mecanismos de ejecución de inversiones más eficientes —por ejemplo, a través de los proyectos especiales de inversión pública—. Finalmente, se sostiene que el Estado, luego de garantizar las condiciones mínimas debe, de la mano del sector privado, promover el desarrollo productivo en el territorio.

			Luego, reconociendo la importancia del sector agrícola para la generación de empleo, en el capítulo VII, Milton von Hesse y Marco Vinelli analizan la evolución de la agricultura peruana en las últimas décadas y comparan las experiencias de los proyectos de Majes-Siguas I en Arequipa con el de Chavimóchic I en La Libertad.

			A partir de la década de 1990, se implementaron reformas estructurales en la economía para salir de la hiperinflación, promover la inversión privada y estabilizar las finanzas públicas. En este contexto, también se aplicaron medidas en el sector agrícola para fomentar su crecimiento y dinamismo como la firma de tratados de libre comercio, la creación o fortalecimiento de instituciones clave para conseguir el acceso a mercados internacionales, la creación de regímenes especiales en el ámbito tributario y laboral compatibles con el ciclo del negocio agrícola, entre otras. Así, el PBI agrario se triplicó entre 1990 y 2021, con una tasa de crecimiento anual aproximada del 4 %.

			Sin embargo, existen diferencias significativas en términos de productividad y utilidad neta dentro del territorio. Por ejemplo, mientras que una hectárea de arándano y palta generan una utilidad neta de USD 12 000 y USD 11 000 al año respectivamente, una de alfalfa genera apenas USD 965. No es casualidad que los dos primeros cultivos predominen en el marco de Chavimóchic I, mientras que el tercero lo haga en el ámbito de Majes-Siguas I. En el primer caso, el proyecto estuvo orientado a la producción de gran escala con enfoque empresarial. Por ello, se subastaron grandes extensiones de tierra a empresas privadas, lo que permitió inversiones sustanciales y economías de escala necesarias para lograr la transformación buscada. A su vez, se generaron innovaciones tecnológicas y se introdujeron productos agrícolas modernos con demanda en el mercado internacional, consiguiendo un retorno importante para la inversión. En el segundo caso, se adjudicó la tierra en porciones pequeñas orientadas al desarrollo de la agricultura familiar. Ello impidió aprovechar las economías de escala y generar los volúmenes de producción necesarios para negociar mejores precios. La mayor parte del área del proyecto en Arequipa se usa en alfalfa y maíz forrajero, insumos de la actividad pecuaria con menores retornos y que, en el caso de la alfalfa, requieren grandes cantidades de agua. El uso desmedido de este recurso ocasionó una pérdida de terrenos cultivables en la zona, lo que limitó su productividad.

			Reconociendo que el Perú es un país de bosques, en el capítulo VIII, Luis Marino recopila experiencias de desarrollo productivo y sostenibilidad de los servicios ecosistémicos no maderables en la región amazónica del país. Tomando en cuenta que el 60 % del territorio peruano está cubierto de bosques, es clave encontrar formas de conservar y aprovechar sosteniblemente este recurso. Se documentan tres experiencias exitosas de la alineación de dos objetivos esenciales: el crecimiento económico y la conservación de los bosques. La primera experiencia analizada comprende la articulación de pequeños productores de cacao para incrementar su productividad y cuidar los bosques de San Martín, Huánuco, Ucayali y Pasco. La segunda estudia el acuerdo entre la autoridad pública encargada de las áreas naturales protegidas y una empresa trasnacional para la producción de bebidas con superfoods amazónicos, proveyendo ingresos a los hogares y asegurando el cuidado de los espacios protegidos. Finalmente, se analiza la experiencia del financiamiento internacional de un programa de monitoreo para combatir la deforestación en Madre de Dios, que consistió en un préstamo por seis años de 5.6 millones de euros vigente hasta 2020, el cual posibilitó reforestar 1200 hectáreas, poner en valor de servicios ecosistémicos e impulsar el desarrollo social de las comunidades de la zona.

			La revisión de estas experiencias permite concluir en la necesidad de promover la creación de más experiencias de negocios biosostenibles y la articulación entre agentes públicos y privados para fomentar el desarrollo local sostenible y la conservación de los bosques. Ello demanda un ordenamiento territorial forestal con apoyo de autoridades locales, mejorar la trazabilidad de los sistemas de producción sostenible, desarrollar mecanismos innovadores para compensar los servicios ambientales, y emplear nuevas tecnologías para las cadenas productivas.

			En el capítulo IX, Milton von Hesse y Marco Vinelli revisan el caso de los servicios ecosistémicos maderables brindando otra perspectiva sobre el aprovechamiento de los bosques. Actualmente, pese a su inmenso potencial, el sector forestal contribuye relativamente poco a la economía nacional. Si bien en las últimas décadas se dieron avances importantes en el marco institucional forestal, donde resaltan los acuerdos del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos y la reforma iniciada en 2011 que creó el Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre (SERFOR), no se observa una mejora significativa en la gestión de los servicios ecosistémicos maderables.

			Para ejemplificar el punto se compara la experiencia de Loreto y Madre de Dios. En Loreto, a pesar de ser la región con mayor extensión de bosque del país, en los últimos años las empresas especializadas en especies de alto valor se han ido retirando del mercado y se observa un menor nivel de tecnificación, tamaño más reducido de las concesiones y menos empresas certificadas para exportar frente a Madre de Dios. Por ello, esta última región produce una mayor cantidad de madera por hectárea que Loreto. De esta experiencia se extraen buenas prácticas para el resto del país, como la relevancia de insistir en la necesidad de que las concesiones sean de largo plazo y de gran escala. Asimismo, que estas sean otorgadas a personas jurídicas con capacidad técnica y financiera y que se incluya de forma obligatoria la transformación en parcela. Además, se puede implementar un programa de incentivos para la certificación forestal, ya que estas exigen el cumplimiento de buenas prácticas en la operación y facultan el acceso a mercados. Se podría dar un mejor uso de los servicios ecosistémicos maderables promoviendo el crecimiento económico local de forma sostenible y reduciendo las actividades ilícitas, como la tala ilegal.

			Finalmente, en el capítulo X, Rogers Valencia identifica los diferentes atractivos turísticos que tiene el Perú y propone una serie de recomendaciones para generar crecimiento local a través del turismo. El Perú es un país megadiverso en cultura y naturaleza, lo que genera interés en los turistas. Ello se reflejaba en que en los últimos años el número de turistas venía incrementándose sostenidamente. Sin embargo, este crecimiento se daba a pesar de ciertos problemas clave sin resolver: la mala gestión entre los distintos niveles de Gobierno, la dificultad para trabajar en conjunto con el sector privado, y las brechas en infraestructura. Todo ello afectaba negativamente la experiencia del turista, lo que limitaba su gasto y contribución a la economía nacional.

			La pandemia de la COVID-19 impactó sustancialmente al sector turismo a nivel mundial y el Perú no fue la excepción. La caída en llegadas internacionales fue de 79 % en 2020 y de 90 % en 2021. Si bien se empieza a observar cierta recuperación, los datos de transporte aéreo confirman que el Perú se recupera más lentamente que sus pares de la región. Para hacer frente a los problemas estructurales y los provocados por la pandemia, es necesario desarrollar un nuevo modelo diseñado en función de las necesidades de los departamentos. Cada región turística debe contar con infraestructura adecuada, seguridad, un marco que permita crecer a las empresas de turismo privadas y una conexión directa con sus mercados emisores. Así, la oferta turística se podría expandir y generar crecimiento económico en el territorio en un proceso dinámico. Tomando en cuenta la experiencia de España, referente del turismo a nivel internacional, es fundamental considerar cinco ejes estratégicos para el desarrollo del sector, particularmente en destinos maduros como el Cusco: gobernanza colaborativa; crecimiento sostenible; transformación competitiva; espacio turístico, empresas y personas; y producto, marketing e inteligencia turística.

			Amenazas y oportunidades

			De lo anterior, queda claro que, para poder generar un camino de crecimiento y desarrollo sostenido y sostenible para el país se necesita proveer de condiciones mínimas a los agentes privados para permitir la producción. Para ello, hay que apoyarse en el proceso de descentralización, ajustándolo para incentivar la meritocracia y capacidad de resolución, y así poder definir una visión de desarrollo territorial. Sobre ella, se debe dotar de infraestructura para la conectividad y aumentar la productividad a través de, entre otros, inversiones para la innovación, ciencia y tecnología en espacios de articulación entre agentes públicos y privados. Se requiere ganar competitividad en el uso de nuestros recursos naturales y desarrollar encadenamientos productivos que generen empleo y mejores ingresos.

			Amenazas

			No obstante, existen diversas amenazas que pueden evitar, limitar o retrasar el desarrollo de los puntos anteriores. Entre ellas hemos seleccionado para reflexionar en esta introducción dos principales —la corrupción generalizada y asociada a una severa crisis política y de representatividad—, y la presencia cada vez mayor de economías ilícitas en distintos ámbitos. Si bien estas dos amenazas exceden los alcances de este libro, dada su relevancia creemos importante mencionarlas y dejar en claro que se deben tomar acciones que busquen enfrentarlas directamente. No hacerlo retrasará la posibilidad de lograr un crecimiento económico más homogéneo e inclusivo y pondrá en riesgo la viabilidad del país a futuro.

			Corrupción y crisis política

			La corrupción, de acuerdo con Quiroz (2019), es un fenómeno amplio y heterogéneo que involucra a actores públicos y privados y comprende una variada lista de actividades ilegales (sobornos, malversación de fondos, mala aplicación de programas y políticas de forma interesada, uso indebido de información privilegiada, fraude electoral, entre otras). Todas estas actividades tienen algo en común: corroen la confianza de la población en las instituciones31 e incrementan de manera significativa el riesgo de que las políticas públicas no sean efectivas. Como la pandemia nos demostró, esto puede significar literalmente salvar la vida de las personas.

			Hasta antes de la pandemia, uno de cada tres peruanos identificaba a la corrupción como el principal problema del país32. Lamentablemente, la pandemia y sus dramáticos efectos económicos y sanitarios no aminoraron el problema. De acuerdo con un estudio de la Contraloría General de la República33, durante 2020, año en el que aproximadamente 100 000 peruanos murieron a causa de la COVID-19, el país perdió un poco más de S/ 22 000 millones debido al daño patrimonial producido por la corrupción y la inconducta funcional.

			Según el mismo estudio, en términos relativos, el daño por corrupción fue mayor en los Gobiernos locales y regionales, donde llegó a representar 17.6 % y 15.6 % del presupuesto ejecutado, respectivamente. Estos porcentajes, sin embargo, esconden casos como los de Moquegua, Huancavelica y el Callao, donde el daño causado equivale a más del 40 % del presupuesto ejecutado a nivel de Gobierno regional durante 2020. En el Gobierno nacional, el daño calculado representó el 10.3 % del presupuesto ejecutado.

			¿Ha sido entonces el proceso (fallido) de descentralización favorable a la corrupción? Desde nuestro punto de vista, sí. En línea con lo señalado por Kahht (2005)34, creemos que, con el poder descentralizado, si bien los montos pueden ser menores y las «técnicas» menos sofisticadas, existe menos capacidad de monitorear la toma de decisiones. A esto sumamos el alto nivel de centralismo, que se refleja en graves casos de corrupción en regiones que pueden pasar casi desapercibidos en los principales medios de comunicación.

			Como mencionaban Luna y coautores en 2018, «hay regiones del país donde las redes de corrupción permanecen intactas, gestión tras gestión, y nada indica que con el proceso electoral en marcha (2018) y las nuevas autoridades que serán elegidas esta situación vaya a cambiar». Lamentablemente, cuatro años después podemos decir que los autores mencionados no se equivocaron en su diagnóstico y, lo que es peor, la historia parece repetirse. Estamos por elegir nuevas autoridades regionales y municipales y nada hace prever que los casos de corrupción vayan a disminuir.

			De hecho, de acuerdo con Luna et al. (2018), los procesos electorales regionales y municipales son el «primer eslabón» de la corrupción. Los autores plantean que, para estudiar la corrupción en regiones, un buen punto de partida es analizar la relación entre candidatos, ciudadanos y empresarios. Dado que en octubre de este año volveremos a elegir autoridades regionales y locales creemos relevante profundizar un poco más sobre este «primer eslabón».

			En este análisis, un primer aspecto a destacar es la deslegitimización de los partidos políticos nacionales, y la incapacidad de los movimientos regionales y locales para ganar legitimidad y confianza entre la ciudadanía. Ya desde las elecciones de 2006 y 2010, se evidenciaba que las autoridades regionales elegidas no representaban a partidos políticos tradicionales, sino que provenían mayormente de movimientos regionales (Vera, 2010). No obstante, estos movimientos regionales han resultado ser precarios, no han logrado construir legitimidad ni generar vínculos sostenibles con la ciudadanía.

			Un segundo aspecto asociado a lo anterior es el preocupante incremento en el número de candidatos, lo cual dificulta que los electores puedan siquiera conocerlos a todos y mucho menos sus propuestas. De la elección de 2010 a la de 2018, los candidatos a gobernador regional pasaron de 577 a 648 (25 candidatos por región en promedio)35. En este caso, aplicando el concepto de «sobrecarga de opciones»36, una mayor cantidad de opciones no implica la posibilidad de elegir mejor.

			Vera (2010) identifica dos consecuencias negativas de los aspectos anteriormente mencionados: la desarticulación entre la política nacional y la regional, y el nefasto caudillismo de los movimientos que participan en las contiendas electorales. Un problema adicional, identificado por Luna y coautores (2018), es que estas características de la política regional llevan a los candidatos a plantear una estrategia pragmática y enfocada en el corto plazo. Se promueve, así, el clientelismo político, el financiamiento ilícito de campañas y la oferta de favores políticos a cambio de votos. Todo esto constituye el «primer eslabón» de la corrupción.

			¿Qué hacer, entonces? La necesidad de una reforma política es evidente. Para poder crecer sostenidamente se necesita cambiar el sistema político peruano. Requerimos de reformas que traten de ordenar y hacer más previsible el sistema. Como señala Tanaka (2017), urge dejar de tener un sistema político caracterizado por su inestabilidad, fragmentación y volatilidad, aspectos que promueven comportamientos oportunistas, caudillistas, improvisados y centrados en el cortísimo plazo. A esto sumamos las propuestas que Luis Miguel Castilla plantea en el capítulo I para tener en la gestión pública un sistema de control oportuno y eficaz que guarde un sentido adecuado de proporcionalidad. Esto ayudará a evitar la parálisis en la toma de decisiones que, sumada a la altísima rotación de funcionarios públicos, explica la degradación de la administración pública que se registra en los tres niveles de Gobierno.

			Economías ilícitas

			Muy ligado al tema de corrupción está que el país enfrenta un avance cada vez mayor de las economías ilícitas37. Según cálculo de Valdés, et al. (2021), las grandes actividades ilícitas, como el narcotráfico, la minería ilegal o el contrabando mueven alrededor de USD 7565 millones al año en el Perú (aproximadamente 3 puntos del PBI), con la minería ilegal como la más importante, con cerca del 33 % del total.

			Entre los factores identificados por Valdés, et al. (2021) que explicarían la alta presencia de economías ilícitas encontramos algunos de los temas ya discutidos en esta introducción y que se desarrollan con mayor detalle en los siguientes capítulos. Entre ellos podemos mencionar un Estado ineficiente y con poca presencia en zonas rurales y alejadas; altísima informalidad; gran diversidad y cantidad de recursos naturales localizados en zonas de difícil acceso debido a nuestra propia geografía y deficiente conectividad; pobreza e inadecuado acceso a servicios básicos, sobre todo a una educación de calidad, y alto nivel de corrupción.

			Si bien el Perú cuenta con un marco normativo importante para combatir las economías ilícitas, lo que se ha visto reflejado en acciones y políticas concretas como, por ejemplo, la actualización del índice de tala y comercio ilegal de madera38, la débil presencia del Estado en zonas como la Amazonía y la corrupción de los funcionarios públicos facilita la aparición de actividades ilícitas39. A esto se suma la sinergia perversa con la crisis de los procesos electorales regionales y municipales, donde los promotores de actividades ilegales pueden encontrar protección a través de influencias en posiciones de poder con la acción u omisión de fiscalización de las autoridades.

			A nivel de territorios, se han dado casos como el de Puno, donde una mezcla de factores geográficos, demográficos y políticos han generado que la región sea foco de actividades ligadas al contrabando (frontera peruano-boliviana), narcotráfico, minería ilegal (La Rinconada), entre otras. Por ello, como se detalla en los próximos capítulos, es clave analizar a nivel regional las barreras y condiciones para el crecimiento, de modo que se puedan preparar estrategias locales para fomentar el desarrollo territorial. En algunas regiones, donde la informalidad puede superar el 90 %, ese será un buen punto de partida, ya que las actividades informales están estrechamente relacionadas con las actividades ilegales. Por ejemplo, como se documenta en Valdés, et al. (2021), existen mineras ilegales que pueden demandar servicios de empresas formales o casos de mineras ilegales que entran en proceso de formalización, pese a que es imposible que completen el trámite. En otras regiones, donde predominan altas tasas de pobreza y pobreza extrema, será clave proveer alternativas para la generación de ingresos y oportunidades de vida fuera de las economías ilícitas.

			Sin embargo, acabar con las economías ilícitas no es tarea sencilla. No solo por las condiciones que las originan, presentes en buena parte del territorio nacional, sino por el impacto que tienen en la sociedad. En muchos casos brindan salarios por encima de otros oficios legales y generan empleo en zonas pobres y con acceso restringido a servicios básicos. En 2019, casi 9 de cada 10 peruanos consideraba que alguna economía ilícita estuvo vinculada al crecimiento económico de su región, cifra que aumentó en comparación con años anteriores40.

			Ante esta situación resulta esencial contar con estrategias realistas para combatirlas. Existen factores exógenos41 que el Gobierno no puede controlar y que pueden incentivar la aparición y permanencia de economías ilícitas, como el alto precio del oro en el mercado internacional o el aumento de la demanda por cocaína. Sin embargo, también hay un gran número de factores endógenos que se pueden trabajar para reducir la aparición y debilitar la operación de las actividades ilícitas. En este grupo están la reducción de la pobreza, la mejora de acceso a servicios básicos, aumentar la conectividad particularmente en zonas de difícil acceso, mejorar el servicio civil en los diferentes niveles de Gobierno e incrementar la transparencia en los procedimientos públicos para disminuir las posibilidades de corrupción. Como se observa, estas ideas son consistentes con las propuestas desarrolladas en este libro para incentivar el crecimiento local y acelerar el desarrollo de los territorios del país.

			Oportunidades

			Sin embargo, cabe mencionar que, así como se pueden identificar una serie de amenazas al crecimiento económico del país en general y las regiones en particular, existen también grandes oportunidades que pueden facilitar y potenciar las estrategias de crecimiento económico, así como ayudar a contrarrestar amenazas como las presentadas. Entre estas oportunidades queremos desatacar dos: la transformación digital y la importancia del crecimiento sostenible.

			Transformación digital

			La transformación digital es un concepto amplio que engloba el proceso de uso de tecnologías. Comprende la protección de los datos personales, los mecanismos por los cuales los servicios digitales son ofrecidos, los cambios culturales, entre otros. Si bien hace décadas ha sido identificada como una oportunidad para incrementar la productividad de las empresas y el bienestar de la sociedad, el distanciamiento social impuesto en 2020, especialmente en países con grandes brechas de conectividad como el Perú, terminó por posicionarla como una necesidad para todos los agentes y por demostrar su rápido potencial de desarrollo.

			Por la pandemia, las empresas privadas se vieron obligadas a digitalizarse para continuar operando, lo que generó un incentivo sin precedentes para la migración digital. Más allá de cubrir una urgencia, la transformación digital, en un proceso dinámico, puede expandir el valor generado por las empresas e impulsar su crecimiento. Ya sea porque se ofrecen más canales de venta, se llega a nuevos mercados, se mejoran los procedimientos internos o porque se toman mejores decisiones gerenciales basadas en datos recogidos, los beneficios de continuar por este camino son múltiples.

			La transformación digital no solo se presenta como una oportunidad para mejorar la competitividad del sector privado, sino que puede promover mejoras importantes en el funcionamiento del Estado y en la provisión de servicios públicos. A través de Ley de Gobierno Digital se cuenta ya con el arreglo institucional para fomentar la transformación digital del sector público. En ese sentido, como se propuso en Propuestas del Bicentenario: Rutas para un país en desarrollo, se debe seguir desarrollando el proceso de interoperabilidad de las entidades públicas, el gobierno de datos, la seguridad digital y el uso de tecnologías emergentes para los servicios públicos a escala nacional.

			La pandemia dejó grandes lecciones de política pública a un costo demasiado grande. Una de ellas es la necesidad de aprovechar la transformación digital desde el sector público y privado a fin de ser más eficientes, empoderar a los ciudadanos y brindarles servicios de mejor calidad. Ahora, toca construir sobre lo avanzado en la emergencia y retomar la visión de largo plazo.

			Importancia del crecimiento sostenible

			La crisis sanitaria también sirvió para poner al centro de la agenda pública la crisis climática. Tanto por el origen del virus, vinculado al uso de la fauna y al crecimiento de las ciudades cerca al hábitat de algunas especies, como por ocasionar la sensación de catástrofe en la población. De este lado del hemisferio, nunca habíamos experimentado un desastre de escala global que atente sistemáticamente contra nuestra calidad de vida. Hoy somos una generación que pasó por ello y desea hacer lo posible por evitar un escenario similar en el futuro.

			El cambio climático es un problema que ocurre en cámara lenta, pero que cada día ocasiona más estragos. El Perú experimenta la paradoja de ser un área particularmente vulnerable a la crisis climática y, al mismo tiempo, una potencia tanto por su diversidad de flora y fauna, como por sus ciudades costeras y acceso al agua. Resulta entonces fundamental aprovechar la oportunidad de consolidar el crecimiento sostenible como estrategia de desarrollo. No debemos dejar pasar la tendencia global de los mercados a valorar más las estrategias de desarrollo sostenible. Por ejemplo, la creación de bonos verdes o el aumento significativo en el financiamiento a proyectos responsables con el medioambiente.

			Las experiencias y recomendaciones para el crecimiento económico presentadas en los siguientes capítulos42 son consistentes con el crecimiento verde43 y apuestan por generar empresas más eficientes, competitivas, generadoras de empleo de calidad y responsables con el medioambiente. Así, el eje de sostenibilidad es transversal a todas las políticas. Desde la optimización del proceso de descentralización en el Perú, que da oportunidad a una mejor gobernanza territorial en temas ambientales, pasando por dotar de condiciones mínimas de infraestructura y servicios a la población para permitir el emprendimiento y continuidad de los negocios, la innovación y adopción de nuevas tecnologías basadas en visiones de desarrollo local, entre otras.

		

	
		
			I. 
INSTITUCIONALIDAD PARA EL DESARROLLO TERRITORIAL: LA DESCENTRALIZACIÓN EN EL PERÚ44

			Luis Miguel Castilla

			Introducción

			La descentralización constituye la transferencia de competencias, funciones y responsabilidades desde el Gobierno central a unidades regionales o administradas localmente para lograr el desarrollo nacional. Este proceso es paralelo y complementario a la regionalización, que hace referencia a la conformación de macrorregiones transversales con el objetivo de materializar las potencialidades del territorio, de modo de reducir brechas económicas y sociales. El objetivo de ambas —descentralización y regionalización— es contribuir al desarrollo sostenible a partir de una organización del territorio que sea funcional a la provisión de bienes y servicios para mejorar la calidad de vida de la población, así como a la competitividad regional.

			Sin embargo, la aplicación de la descentralización en el Perú no ha traído los beneficios esperados. De hecho, evidencia empírica internacional muestra que la descentralización no siempre ha cumplido con los objetivos planteados45. Luego de cuatro décadas de intentos por impulsar una agenda de regionalización, por un lado, y una de descentralización a partir de 2001, por el otro, el proceso no ha satisfecho las expectativas que se tenían originalmente. No se advierte una capacidad de respuesta adecuada de las autoridades subnacionales a las necesidades de la población; existe una excesiva dependencia de transferencias de recursos desde el Gobierno nacional a los Gobiernos regionales y locales, una baja capacidad de ejecución de los presupuestos de inversión pública y una muy baja capacidad de generación de ingresos propios; y los mecanismos de participación ciudadana y de control no han impedido la elevada incidencia de inconducta funcional y corrupción a todo nivel, situación que se ha exacerbado significativamente en los últimos años.

			En este capítulo se aborda la necesidad de mejorar la eficiencia, efectividad y transparencia de los Gobiernos regionales y locales del Perú como requisito para lograr un desarrollo productivo a lo largo y ancho del país. Los problemas de gestión pública que fueron identificados en Propuestas del Bicentenario: Rutas para un país en desarrollo46 tienden a magnificarse en el caso de los Gobiernos subnacionales. Repensar el arreglo institucional para acercar el Estado al ciudadano con una visión de desarrollo territorial no solo implica remirar el funcionamiento de las 25 regiones47 y los casi 1900 municipios. También conlleva reflexionar sobre si el Gobierno nacional está en disposición de realizar ciertas reformas a sí mismo para que la descentralización funcione y cumpla efectivamente su rol rector. Recomendar la recentralización de funciones y competencias, además de ser políticamente inviable, no asegura que la gestión pública mejore por las falencias y disfuncionalidades del Estado que se observan a todo nivel. Una descentralización efectiva requiere de mínimos requisitos en materia de capacidades y un marco adecuado de incentivos acorde a las distintas realidades que existen en el país. En la siguiente sección se hace un recuento de los hitos institucionales que han marcado el proceso de descentralización de las últimas dos décadas. La tercera sección brinda una evaluación de este proceso en el Perú; y la cuarta incluye un conjunto de conclusiones y recomendaciones para reimpulsar y lograr que se materialicen los beneficios de la descentralización.

			Décadas intentando que la descentralización funcione

			El principal argumento en favor de la descentralización es crear un mayor nivel de eficiencia que permita mejoras en el bienestar de la población. El teorema de descentralización de Oates (1972) establece que, a menos que los residentes de un país sean completamente homogéneos en sus preferencias y necesidades de servicios públicos, una provisión descentralizada de servicios públicos será más eficiente que una centralizada. Un sistema descentralizado puede responder mejor a las necesidades locales y, por lo tanto, reducir el consumo excesivo o insuficiente de bienes públicos. Cuanto más heterogéneo es un país, mayores serán los beneficios de bienestar de una gestión descentralizada48.

			Además, la descentralización conduce a una mayor capacidad de respuesta de los Gobiernos subnacionales ante las demandas de los ciudadanos en comparación con el Gobierno central. Esta capacidad aumenta cuando hay una mayor dependencia de los ingresos fiscales propios (en relación con transferencias intergubernamentales, por ejemplo) y se espera que los contribuyentes exijan que su Gobierno local sea más transparente y rinda cuentas por las decisiones que adopta. Así, la descentralización promueve una mayor transparencia e induce una mayor responsabilidad pública al desplazar el poder político «hacia abajo»49.

			Con estos beneficios esperados, la descentralización en el Perú se puso en agenda con la promulgación de la Constitución Política de 1979. En este marco, en 1984 se aprobó el Plan Nacional de Regionalización. Su fin fue establecer las pautas generales para la creación e implementación de Gobiernos regionales que promovieran el desarrollo equilibrado al interior del país y la descentralización económica, política y administrativa. Este esquema se abandonó en 1992, con la reconstitución del esquema departamental de gestión mediante los denominados Consejos Transitorios de Administración Regional (CTAR) durante el régimen de Alberto Fujimori. En la práctica, los CTAR funcionaron sin definición legal y se dedicaron principalmente a la ejecución de inversiones públicas. En esa línea, la Constitución Política de 1993 debilitó legalmente el poder de los Gobiernos regionales y, en cambio, reforzó a los municipales. La aprobación de la Ley Marco de Descentralización en 1998 pretendió ordenar a los CTAR y trazar el camino hacia una descentralización gradual, pero esta reforma quedó inconclusa y se recentralizaron funciones en el Gobierno nacional.

			En paralelo, una iniciativa que sí se concretó en el año 2000 fue la aprobación de la Ley 27293, que creó el Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP). Estableció el conjunto de normas, instrucciones y herramientas para ordenar el proceso de la inversión pública y, de esa manera, optimizar el uso de los recursos en el financiamiento de proyectos de inversión más rentables desde el punto de vista socioeconómico y ambiental. El Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) se consolida como rector normativo del sistema administrativo de inversión pública al abarcar todas las entidades públicas y pliegos presupuestarios (en los tres niveles de gobierno). Su responsabilidad incluía la autorización de los proyectos en la fase de inversión y la programación multianual de inversiones, sujetas a las directivas del SNIP. A partir de este momento, el MEF adquiere un conjunto de responsabilidades normativas y de acompañamiento de manera centralizada al que toda entidad pública debía sujetarse50. Desde la perspectiva de las entidades públicas, especialmente de las subnacionales, el SNIP se convirtió en el principal obstáculo para la realización de proyectos de inversión pública en sus ámbitos de influencia.

			La descentralización volvió a tomar prioridad durante el Gobierno de Alejandro Toledo (2001-2006), quien en la campaña electoral ofreció reducir el excesivo centralismo producto de la enorme presión pública para acercar la toma de decisiones al territorio y al escrutinio de la población. Además, el «superciclo» de los precios de las materias primas, que comenzó a inicios de 2003 y duró una década, condujo a que se triplicaran los recursos públicos. Surgió la necesidad de que las regiones y los municipios en las áreas de influencia también se beneficiaran de los ingresos adicionales que generaba la minería en el país.

			La reforma implicó una modificación significativa de la Constitución, en 200151, que definió una estructura legal para conducir el proceso de descentralización y la distribución de la renta minera52. El Perú pasaba a tener tres niveles de gobierno: nacional, regional y local. Y quedó dividido en 24 regiones, una provincia constitucional y 1874 municipios53. Esta reforma se concretó con la aprobación de la Ley de Bases de la Descentralización (2002)54, la Ley Orgánica de Gobiernos Regionales de (2002)55 y la Ley Orgánica de Municipios (2003)56. Con este marco legal se estableció que el Estado posee tres jurisdicciones territoriales. Sin embargo, el hecho de que la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo recién se aprobara en 2007 muestra que el Gobierno central no asumió, desde la concepción, la importancia del liderazgo que debía ejercer en el proceso de descentralización.

			Arreglo institucional

			En el diseño inicial del proceso se estableció la transferencia de competencias en tres etapas. La primera consistió en constituir los Gobiernos regionales sobre los departamentos existentes y elegir por votación popular a las máximas autoridades de este nivel de gobierno. El Consejo Nacional de Descentralización (CND), adscrito a la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), tenía la responsabilidad de controlar las transferencias mediante mecanismos de verificación en coordinación con los sectores correspondientes57. Sin embargo, esta verificación consistió más bien en corroborar el cumplimiento de requisitos formales mínimos, que en asegurar si los niveles del Gobierno subnacional estaban preparados para asumir estas responsabilidades. Más aun, no hubo consideración alguna por la pequeña escala de la mayoría de los municipios del país: dos terceras partes pertenecen al ámbito rural.

			La segunda etapa se inició en 2003 y comprendió promover la conformación de regiones mediante la integración de departamentos, y aprobar el Plan de Regionalización 2004-2006 y de inversión descentralizada. Así, la Ley 28274, Ley de Incentivos para la Integración y Conformación de Regiones, determinó que el primer referéndum se llevaría a cabo en el segundo semestre de 2005, y que los siguientes se realizarían en los años 2009 y 2013. Para tal fin, en esta segunda etapa eran importantes la promoción y el apoyo para la conformación de regiones.

			La tercera etapa comenzó en 2004. Se inició con la transferencia de funciones hacia los Gobiernos regionales en sectores productivos como agricultura, pesquería, industria, comercio, turismo, energía, minería, transportes, comunicaciones, medioambiente, vivienda, entre otros. Además, se estableció que anualmente debía aprobarse el Plan Anual de Transferencia de Competencias Sectoriales a los Gobiernos regionales y locales, resultado de la evaluación, articulación y coordinación de los planes anuales de transferencia. Sin embargo, un problema de este proceso ha sido que la autonomía administrativa de los Gobiernos regionales dejó que las entidades del Gobierno nacional, que definían la política nacional, no tuvieran ningún control sobre el perfil de los ejecutores de dicha política en las regiones.

			Si bien la normatividad aprobada delimitó responsabilidades entre los tres niveles de gobierno, no se revisaron las competencias ni la capacidad de ejercerlas. Tampoco se determinó la oportunidad para establecer los procesos necesarios que permitieran brindar los servicios al ciudadano y entender qué competencias seguían vigentes, si algunas ya no eran necesarias o debían ser modificadas o si se requerían nuevas. Menos aún se previó la necesidad de establecer un monitoreo de la aplicación de las funciones y competencias. La falta de un mecanismo institucionalizado de seguimiento de la efectividad de las funciones descentralizadas permitió evadir las responsabilidades políticas respecto a los servicios que la población esperaba y diluyó los mecanismos de rendición de cuentas entre los gobernantes y la población (Castañeda, 2012).

			Luego del fallido intento de regionalización tras el referéndum de 200558, aparecieron numerosas críticas al funcionamiento del CND, principalmente por los retrasos en el proceso de transferencias y la ausencia de un programa efectivo de fortalecimiento de capacidades para la gestión local y regional. Debido a los insuficientes resultados y la fallida reforma de 2005 por unificar las regiones, mediante el DS 007-2007-PCM se incorporó el CND a la PCM bajo el nombre de Secretaría de Descentralización59. Este cambio redujo el peso institucional que se requería al más alto nivel y, al tratarse de un órgano de línea separado de la Secretaría de Gestión Pública —rectora de la modernización de la gestión pública—, su capacidad de liderazgo y conducción política se vieron limitadas. Como resultado, la transferencia de competencias se convirtió en un proceso administrativo acelerado, en lugar de mantener el principio inicialmente contemplado de entrega gradual acorde a las capacidades de cada municipio (Muñoz Chirinos, 2014)60.

			La última reforma constitucional en la materia se dio en 2015, cuando el Congreso de la República aprobó el cambio en la denominación de presidentes regionales a gobernadores, e impidió la reelección inmediata de gobernadores regionales y alcaldes, mediante la Ley 30305. Esta reforma buscaba evitar que las autoridades utilizaran los recursos públicos en sus campañas de reelección. Sin embargo, esta medida no ha reducido la incidencia de corrupción en los Gobiernos subnacionales61 y, por el contrario, ha tenido el impacto adverso de acortar el horizonte temporal para la adopción de necesarias políticas públicas, como se verá más adelante.

			En resumen, el proceso de descentralización sufrió importantes deficiencias, a saber: el desaparecido CND careció de liderazgo político para generar consensos y unificar las diferentes visiones y expectativas del proceso, incluso al interior de la PCM; el proceso de transferencia de competencias se realizó en un plazo mayor al esperado y sin un programa de fortalecimiento de capacidades para los Gobiernos subnacionales; y la transferencia de competencias no fue acompañada por un sistema de información ni un plan comunicacional para darles a conocer a la población y las autoridades en qué consistía la descentralización (Contraloría General de la República, 2014).

			A lo anterior se suma el hecho de que se carece de una metodología o indicadores claros de capacidad institucional. Esto se ha exacerbado por la agudización de las crisis políticas de los últimos años, que incrementaron significativamente la rotación de autoridades y la falta de continuidad de las políticas públicas en el país.

			Financiamiento de los Gobiernos regionales y locales

			El proceso presupuestario de las entidades públicas se conduce mediante el Sistema Nacional de Presupuesto Público. De acuerdo con el Decreto Legislativo 955, es responsabilidad de los Gobiernos regionales y locales aprobar su presupuesto acorde a las leyes y políticas nacionales correspondientes. Además, los Gobiernos subnacionales se rigen por el presupuesto participativo y el plan de desarrollo concertado de su jurisdicción. El primero es un instrumento de gestión mediante el cual las autoridades subnacionales y la sociedad civil acuerdan cómo y a qué se van a orientar los recursos de la región, provincia o distrito. El segundo es un documento que define la estrategia de desarrollo que se seguirá en el territorio, alineada a los objetivos del Plan Estratégico de Desarrollo Nacional y de los planes estratégicos sectoriales multianuales.

			En particular, las municipalidades utilizan como instrumentos de administración y gestión los presupuestos participativos anuales, los cuales integran el sistema de planificación y promueven y regulan la participación vecinal en la formulación de los presupuestos participativos. Sin embargo, estos instrumentos no han tenido un impacto significativo en una mejor provisión de servicios en la comunidad. Jaramillo y Alcázar (2013) evidencian que estas herramientas no han mejorado los niveles de cobertura en los servicios de agua y la calidad del servicio, por ejemplo. Dentro de las limitantes que encuentran los autores están las acotadas capacidades que tienen las municipalidades para canalizar las demandas de la población y para hacer frente a los requerimientos de inversión del sector62.
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